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    “Los ciudadanos comunes detestan ser estafados o robados. Pero algo que tendemos a olvidar es que también les disgusta a los ladrones: no hay nada como una mala operación para quitarles el sueño. Ellos no pueden recurrir a la ley y...tienen una excelente razón para no confiar unos en otros. Por tanto, los ladrones necesitan mucho la protección y, en consecuencia, se vuelven clientes particularmente ávidos” (Gambetta, 2010: 69). 


     


    “…el alto funcionario protege, domina, controla, promueve o extorsiona, pero jamás aparece como criatura del traficante. En cambio, el traficante necesita de él para sobrevivir en el medio, pero también de funcionarios civiles y policiacos en niveles inferiores, entre quienes reparte algo de sus ganancias” (Astorga, 2015b: 23).

  


  
     PREFACIO


    Para realizar la investigación tuve la fortuna de contar con el apoyo del Instituto de Investigaciones Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México (marzo 2017-junio 2018) y la Comisión Académica de Posgrados de la Universidad de la República (agosto 2018-julio 2020). Ambas instituciones me otorgaron becas de investigación posdoctoral sin la cuales hubiera sido imposible realizar la obra.


    A largo del camino recibí los consejos y la escucha de varios especialistas y amigos. Agradezco la generosidad de todas y todos ellos, especialmente de quienes leyeron el manuscrito, compartieron información y soportaron más de una vez mis apasionados relatos.

  


  
     PRESENTACIÓN


    América Latina, fuente nutricia que alimenta el mundo con su vasta ganadería, agricultura y fauna marina, región de pueblos diversos y culturas milenarias, ha estado históricamente sometida. Los pueblos de la región han sufrido el colonialismo económico y cultural del autoproclamado primer mundo; el atropello de la cruzada católica por la conquista de la espiritualidad; el esclavismo trasnacional negro, indígena y mestizo; el arremetimiento del imperialismo y los capitalismos (extractivista, de consumo, financiero…) y otros ismos de la “modernidad” que se promocionan, venden e imponen en el mundo globalizado. El fenómeno de las drogas legales e ilegales no puede comprenderse cabalmente sin esos procesos de sometimiento estructurales y de largo aliento.


    Asimismo, la historia de las drogas no puede entenderse sin atender la relación que mantienen las culturas originarias (andinas, amazónicas, guaraníes, mexicas y un largo etcétera) con la naturaleza, sin trazar una geohistoria económica de la explotación de la tierra, el valor internacional de las materias primas, la apertura de los mercados, la desregulación de las finanzas y el proceso de globalización.


    El mercado de las drogas ilegales debe comprenderse también conociendo las maniobras de la Compañía Británica de las Indias Orientales, la Guerra del Opio y la migración China a México en el siglo XIX. Debe concebirse a la luz de la Guerra Fría, la guerra contra las drogas de Nixon1 y Reagan, algunas dictaduras cívico-militares y algunos movimientos guerrilleros; la Central Intelligence Agency (CIA) y la Drug Enforcement Administration (DEA); la operación Bucanero en Jamaica y la operación Cóndor en México a partir de 1970, el Plan Colombia en 1999 y la Iniciativa Mérida en 2008. Debe considerarse la frontera de México y Estados Unidos (EEUU), la difusa región amazónica, la triple frontera (Argentina, Brasil y Paraguay), los paraísos fiscales del Caribe y dentro de EEUU, y las jurisdicciones financieras flexibles como Panamá y Uruguay. Se debe considerar la demanda mundial de sustancias psicoactivas, especialmente el consumo ostensible de drogas ilegales del pueblo estadounidense, los gobiernos corruptos, la connivencia de las autoridades políticas y de la seguridad pública, la norma y tratados que protegen la libre circulación de capitales y mercancías.


    Finalmente, el crimen organizado dedicado al tráfico de drogas debe entenderse sabiendo que América Latina es la región más violenta del mundo (Unodc, 2019a) por el ritmo, la intensidad y la naturaleza de diversos fenómenos delictivos, criminales y violentos que tienen lugar en circuitos espaciales focalizados y dinámicos con pliegues y repliegues históricos de organizaciones, actores, mercancías, etc.


    En México hay diversos grupos delictivos organizados2 dedicados, especialmente, a la producción, distribución y/o comercialización de drogas ilegales a, fundamentalmente, EEUU y Europa. Las organizaciones criminales también incursionan en otros “negocios” como el tráfico de migrantes, el sicariato, la extorsión, el secuestro, el robo, la venta ilegal de gasolina (huachicoleros), etc. Las luchas territoriales entre los grupos criminales y contra las fuerzas de seguridad, particularmente en el “triángulo dorado” (Sinaloa, Chihuahua, Durango), Tamaulipas, Guerrero y Michoacán, se llevaron la vida de decenas de miles de personas. Las políticas de enfrentamiento belicoso de Felipe Calderón (2006-2012) y de Enrique Peña Nieto (2012-2018) aumentaron estrepitosamente las tasas de homicidios en el país (Inegi, 2021). Esta tragedia está estrechamente relacionada con la de las personas desaparecidas, los cuerpos no identificados y las familias desplazadas de sus hogares y comunidades a causa de la violencia armada. Los cálculos varían según la fuente de información; a principios de 2019 el gobierno mexicano estimó en 37.000 desaparecidos o “extraviados” y 26.000 cuerpos no identificados.3 Otros datos de fuentes oficiales hablan de 40.180 desaparecidos y 36.708 muertos sin identificar.4 En cualquiera de los dos casos, las cifras “reales” serían superiores a las mencionadas porque la oficial no incluye los casos federales anteriores a 2014 y delitos como secuestros o tráfico de personas.5 En cuanto al desplazamiento forzado, la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos A. C. (2018) calcula que 329.917 mexicanos fueron desplazados de forma forzada entre los años 2006 y 2017.


    En el “triángulo norte” centroamericano (Guatemala, El Salvador y Honduras) los grupos delictivos organizados explican buena parte de la altísima violencia letal, aún más que las maras y pandillas (Andino, 2006). La tasa de homicidios más alta por cada 100.000 habitantes se ubicó en 116,4 en El Salvador para el año 2016,6 86,5 en Honduras para el año 2011 (Iudpas, 2017) y 46,4 en Guatemala para el año 20097, muy lejos de la tasa más alta (11,88) que registró Uruguay para el año 2018. En los últimos años, los países del Triángulo Norte de Centroamérica (TNC) han disminuido constantemente sus tasas de homicidios, aunque todavía están lejos de presentar cifras adecuadas. La mara, fenómeno particular de estos países, se consolidó en la década de 1980 en EEUU, aunque sus antecedentes datan desde finales de 1940 y principios de 1950 como grupos de jóvenes migrantes latinos que residían en barrios marginados de Los Ángeles. En la década de 1990, el crecimiento de las organizaciones criminales mexicanas, la desmovilización de los cuadros armados y la deportación estadounidense de muchos de los jóvenes que habían huido de las guerras civiles de Guatemala y El Salvador ocasionaron el incremento de la criminalidad (tráfico de drogas, tráfico de armas, extorsión, delitos sexuales y secuestros) en el TNC. Actualmente, los integrantes de las maras se especializan en la comercialización de drogas ilegales al menudeo, aunque cada vez más mareros se han integrado a las redes del tráfico de drogas como mano de obra (Goubaud, 2008; Cruz et al., 2017). Ante la inoperancia y la corrupción de las fuerzas de seguridad y los gobiernos de turno, sectores vulnerados de la sociedad huyen del conflicto con la esperanza de un futuro mejor. El éxodo (caravanas) de los migrantes hondureños hacia EEUU desde 2018 es un ejemplo. Los datos del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (2017) revelan la tragedia: 1) para finales de 2016, 164.000 personas provenientes del TNC habían solicitado asilo o eran refugiados; 2) en 2016, alrededor de 450.000 migrantes del TNC ingresaron a México de forma irregular; 3) en 2016, 214.000 ciudadanos del TNC fueron deportados de EEUU y México; 4) en 2014 se calculaba en 174.000 las personas desplazadas en el TNC.


    En la región andina (Perú, Bolivia, Colombia y, en menor medida, Ecuador y Venezuela) se genera la mayor producción de hoja de coca del mundo gracias a sus condiciones climáticas y geográficas. De ahí que los pueblos indígenas de la zona tengan una relación estrecha con la planta. El contexto natural y cultural fue mercantilizado por organizaciones criminales, particularmente colombianas, desde los años setenta del siglo XX. El tráfico de cocaína hacia el mercado estadounidense por parte de las organizaciones de Cali y Medellín alcanzó dimensiones nunca antes vistas en la década de 1980 e inicios de los noventa. Las organizaciones despegaron el negocio aprovechándose del desarrollo del capitalismo global, la versión latinoamericana de la Guerra Fría y los endebles gobiernos de la región. En 1991 Colombia alcanzó la tasa más alta de muertes violentas de toda su historia con 79 personas cada 100.000 habitantes (Bello, 2008). La exposición a la muerte en el Medellín de los primeros años de la década de 1990 llegó a niveles críticos. La tasa de homicidios en la ciudad en 1991 era de 400 personas cada 100.000 habitantes, pero en los hombres era de 744 y en las mujeres de 56 (Franco et al., 2012). Estas cifras dramáticas no se alcanzaron únicamente por los conflictos armados entre el Estado y las organizaciones dedicadas al tráfico de drogas; también contribuyeron los grupos guerrilleros y paramilitares. Tras la caída de Cali y Medellín en los años noventa, proliferaron o acapararon mayor poder otras organizaciones delictivas (Norte del Valle, Oficina de Envigado, etc.), paramilitares (Autodefensas Unidas de Córdoba y Urabá, Autodefensas Gaitanistas de Colombia, Autodefensas Unidas de Colombia, etc.) y la guerrilla (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC). Los grupos criminales mexicanos sacaron provecho del desorden y las múltiples divisiones de las organizaciones colombianas. Incrementaron su control en la cadena industrial del tráfico de cocaína de la mano de organizaciones como Juárez (Amado Carrillo Fuentes, etc.), Tijuana (familia Arellano Félix) y Sinaloa (Joaquín Guzmán, Ismael Zambada, etc.). Ahora bien, antes de la fama mundial de Pablo Escobar, el “mundo” conocía al boliviano Roberto Suárez Gómez, conocido como el Rey de la Cocaína, inmortalizado en la película Scarface. Entre otras anécdotas, Suárez ofreció pagar la deuda externa de Bolivia y financió el golpe de Estado del general Luis García Meza de los años 80 que enfrentó a la CIA con la DEA; “emprendimientos” que luego aplicó Escobar.


    Perú, histórico productor de hoja de coca, no tiene organizaciones criminales con tentáculos trasnacionales. Sus grupos delictivos, como la familia Sánchez (Sánchez Alayo, Sánchez Paredes, etc.9), han estado supeditados a las organizaciones colombianas, mexicanas y ahora, aparentemente, serbias.10 El país tuvo guerrillas que se financiaron a partir del tráfico de cocaína. Sendero Luminoso representó un caso similar a las FARC al establecer alianzas e imponer impuestos a los campesinos y grupos del tráfico de drogas. En Ecuador y Venezuela la producción juega una función secundaria en comparación con el resto de los países del enclave andino. Pero han sido jurisdicciones permeadas por el lavado de activos (la moneda oficial de Ecuador es el dólar estadounidense), el refugio de traficantes y el trasiego de drogas hacia EEUU (Thuomi, 2015; Maldonado, 2012; Moreno, 2010).


    En el Cono Sur el escenario se plantea de forma distinta. En Brasil operan organizaciones criminales de gran magnitud, con redes internas y externas complejas, aunque predominan los movimientos centrífugos dentro del país y en la frontera. El Comando Vermelho (CV), originario de Río de Janeiro a finales de 1970, y el Primer Comando Capital (PCC), originario de San Pablo en el último lustro de 1980, son complejas organizaciones que emprenden diversas actividades criminales. Primero cooperantes y después en guerra, se disputan el mercado de las drogas ilegales en el país. Ambas tienen –aunque ya no con el mismo compromiso que en sus inicios– plataformas políticas –especialmente el PCC– de resistencia contra, grosso modo, la injusticia social, la distribución de privilegios y la clase dirigente y empresarial brasileña. El sistema penitenciario es un espacio social clave para las organizaciones, es un instrumento para la acción política articulada (Paes y Nunes, 2018). En el estado de Río Grande del Sur, fronterizo con Uruguay, operan grupos delictivos como Os Manos, Bala na Cara y Antibala. Tienen estrechos vínculos con grupos locales de Bolivia, Perú y Colombia, y controlan al mayor productor de maconha de Sudamérica, Paraguay. Tradicionalmente, el cannabis paraguayo se distribuye hacia Argentina, Chile y Uruguay por la frontera seca y fluvial a través de los ríos Paraguay, Paraná y de la Plata.11 En Argentina la narrativa sobre el crimen organizado de los últimos años ha estado asociada a la “mafia del oro”, el Grupo Yoma, traficantes de sustancias psicoactivas como Los Monos y empresarios farmacéuticos (“mafia de la efedrina”) vinculados a grupos criminales de la región en Paraguay, Bolivia, Colombia y México (Tenenbaum, 2018b; Bergman, 2016; Garat, 2016). En Chile la principal preocupación está relacionada con el tráfico de personas, armas y drogas. En el mercado doméstico de drogas han operado grupos locales bajo la influencia de organizaciones colombianas, mexicanas, peruanas y bolivianas.12


    A partir de esta brevísima reseña, cabe preguntarse qué sucede en Uruguay. El país se presenta, a priori, como un caso excepcional en la región, un territorio pequeño, situado en un rincón de Sudamérica, con óptimos resultados comparativos en indicadores de desarrollo humano (UNDP, 2018), corrupción, estabilidad política y democrática.13 Sin embargo, ¿Uruguay puede aislarse de su contexto? En caso negativo, ¿qué organizaciones delictivas internacionales operan en el país? ¿Qué atractivos encuentran en la jurisdicción los grupos delictivos? ¿Qué servicios ofrece el país y qué actores locales brindan protección al crimen organizado trasnacional del tráfico de drogas ilegales? En suma, ¿qué lugar tiene Uruguay en el esquema internacional del tráfico de sustancias psicoactivas ilegales?


    Para responder estas preguntas, la investigación focaliza en las operaciones delictivas llevadas adelante en Uruguay por parte de organizaciones criminales mexicanas dedicadas al tráfico de drogas. A partir de un enfoque sociohistórico y el análisis de redes onlife –que combina el trabajo de campo online en el ciberespacio con el trabajo de campo offline en el espacio social– se trabajó con más de 600 notas periodísticas digitales nacionales e internacionales bajo un estricto tratamiento de control de amenazas (noticias falsas, datos equivocados, sensacionalismos, etc.). El control de la información se llevó adelante a través del contraste de fuentes (triangulación, en la jerga de la metodología de investigación).14 Para una mejor comprensión de los registros de información, fue clave no perder de vista el lugar de enunciación de los medios de comunicación o el campo (Bourdieu, 2007), y separar la noticia del conocimiento general y personal (Van Dijk, 2002). En el tratamiento de los documentos periodísticos, fue necesario contextualizar el discurso desde el punto de vista ideológico y temporal, conocer la política editorial y el público lector. Todo ello configura qué debe decirse, qué merece ser dicho, qué es importante que se diga y qué no.


    Ahora bien, la investigación no solo utilizó a la prensa escrita como material empírico de análisis. También se revisaron documentos (análisis de documentos secundarios, en la jerga de la metodología de investigación), como expedientes judiciales, informes de autoridades estatales y de organismos internacionales. Se hicieron entrevistas a informantes calificados que ocupan y ocuparon posiciones clave en las áreas de seguridad, finanzas y anticorrupción del Estado. Para proteger las fuentes no se mencionan los nombres de los entrevistados, así como tampoco aparecerán sus declaraciones citadas. El análisis de los documentos y las entrevistas permitieron controlar y manejar la gran cantidad de información obtenida en la prensa escrita, así como aportar nuevos datos.


    El trabajo tiene una exhaustiva revisión de la literatura especializada para, por un lado, reconstruir contextos económicos y políticos nacionales y, por otro, seguir las líneas de discusión acerca del tráfico de drogas y el lavado de dinero en Uruguay y la región. Ante un fenómeno singularmente entreverado, con múltiples aristas, el desafío fue ofrecer una narrativa fluida y atractiva sin ninguna pretensión de inscribir verdades históricas.


    Así las cosas, todos los hechos mencionados están sustentados en fuentes de información de acceso público. El lector podrá discrepar con las interpretaciones del autor, mas difícilmente cuestionar las fuentes de información.


    Los conceptos principales del trabajo son el tráfico de drogas y el lavado de activos. Rápidamente, el tráfico de drogas es, en términos llanos, el contrabando de sustancias psicoactivas ilegales. Sin embargo, desde hace varias décadas, la noción tomó una concepción más general para referirse a todo el fenómeno criminal que alude a la división del trabajo en la cadena industrial o el mercado de las drogas ilegales (Duncan, 2013; Thoumi, 2013; Escalante, 2015a). Por lavado de activos se entiende la legitimación del dinero obtenido de fuentes delictivas. Es una práctica de reciclaje que se basa en el progresivo alejamiento de los activos de su origen ilícito (Levi y Reuter, 2006; Cervini, 2010).


    La obra intenta, obstinadamente, no caer en sensacionalismos y en el lenguaje policíaco y militar tal como aconsejan Luis Astorga (2005; 2015a), Francisco Thoumi (2015), Fernando Escalante (2015a) y Oswaldo Zavala (2018). El rigor metodológico y lingüístico es fundamental para evitar, entre otras cosas, las invenciones, los vacíos semánticos y las complicidades políticas. Un claro ejemplo de esto es la utilización sin criterio del concepto cartel o cártel, en su acepción económica, para concebir a los grupos delictivos del tráfico de drogas. Resulta difícil pensar que diversos grupos criminales, dizque empresas, pueden agruparse voluntariamente para defender sus intereses en el mercado y/o contra el Estado. Primero, no se sabe con certeza, ni se puede tratar de forma universal, el nivel de estructuración y consolidación de las múltiples organizaciones, así como los vínculos que establecen con sus pares o dispares. Segundo, la experiencia indica que la constante de los grupos delictivos son las relaciones conflictivas exógenas y su disgregación endógena, hecho que, posteriormente, puede llevar al conflicto entre pares. Tercero, la evidencia disponible en México muestra que los intentos de llevar adelante una estrategia de “cartelización” –la supuesta “Federación”– fallaron o bien son emprendimientos efímeros. La limitación de la competencia, aunque a priori sea sin violencia, para aumentar los beneficios particulares, no parece que sea condición suficiente para hablar de carteles de la droga. Por estas razones, el trabajo utiliza los términos “organización criminal” o “grupo delictivo organizado”. Además, aunque las historias se estructuran en capítulos por organización criminal, a fin de simplificar la lectura, en el texto se explicitan numerosos análisis híbridos que rompen con el entendimiento en bloque, monolítico, de los grupos delictivos.


    Otro apunte importante es el uso del prefijo “narco”. Este comenzó a utilizarse en los años cincuenta en los medios de comunicación de Ciudad de México y en los sesenta se instala en la sociedad. Además de estigmatizador, este prefijo solamente alude a las sustancias psicoactivas de tipo narcótico, y deja de lado las drogas que no producen sueño, relajación muscular, etc. Al respecto la Organización Mundial de la Salud expresó que “el término se refiere normalmente a los opiáceos u opioides, que se denominan analgésicos narcóticos. En el lenguaje corriente y en la jerga legal suele utilizarse de forma imprecisa para referirse a las drogas ilegales, sean cuales sean sus propiedades farmacológicas” (1994: 44). Lo mismo sucede con la noción de “estupefacientes” que está presente en la primera convención sobre drogas de las Naciones Unidas (“Convención única de 1961 sobre estupefacientes”) y en la legislación uruguaya con la Ley de Estupefacientes (14.294) del 31 de octubre de 1974. Estas regulaciones incluyen sustancias psicoactivas no estupefacientes como la cocaína, que es un estimulante. Por estas razones, la obra utiliza los conceptos “sustancias psicoactivas”, “sustancias psicotrópicas” o simplemente “drogas”. Por último, hay que considerar que la nueva dirección de la política de seguridad nacional de EEUU, a partir de setiembre de 2001, llama la atención sobre la reconceptualización política del “terrorismo” y el intento de configurar el fenómeno inexistente del “narcoterrorismo”. La noción ha sido creada por las agencias de seguridad estadounidenses y reproducida por políticos, especialistas y medios de comunicación de todo el mundo sin ningún criterio. La conexión entre terrorismo y narcotráfico permite declarar amenaza a la seguridad nacional a organizaciones mexicanas, colombianas y centroamericanas del tráfico de drogas a la par que lo hace con los talibanes e ISIS. Sería prudente separar las manzanas de las peras.


    En los siguientes capítulos la obra recorrerá la arquitectura normativa financiera que hizo de Uruguay una jurisdicción atractiva para el gran capital internacional. También se presentarán los servicios financieros y los actores locales que han brindado cobijo a la circulación y legitimación del dinero sucio. Los nombres plasmados en el texto han sido mencionados públicamente en las fuentes citadas. Montados sobre este escenario se narrarán las historias de tres grandes organizaciones mexicanas del tráfico de drogas ilegales que llevaron adelante operaciones criminales en el territorio uruguayo. Estas organizaciones son conocidas con los nombres de Juárez, Sinaloa y Los Cuinis.


    Las historias se narran con un abordaje en red, donde se vinculan hechos, personas y entidades de todo tipo. En particular, el análisis de redes pone atención en las organizaciones del crimen organizado, la política y los protectores del capital de los sectores financiero, legal y político. Sin embargo, las historias recorren tantos niveles, nodos y nexos que también aparecen figuras asociadas al fútbol, la belleza y los medios de comunicación.


    Las organizaciones criminales circulan evaluando los beneficios, costos y riesgos de cada jurisdicción (ley penal, financiera y migratoria; tratados de extradición y de cooperación entre países; capacidad de influir y manipular a los funcionarios públicos y privados, y capacidad estatal para vigilar, controlar y reprimir, entre otras) con relación a las distintas fases del negocio (producción, distribución y comercialización del producto; lavado de dinero y repatriación de los activos; otras). La circulación internacional se ha potenciado con el vertiginoso desarrollo crítico de la globalización financiera (Castells, 2000), el desarrollo de las telecomunicaciones y comunicaciones tradicionales, los mercados comunes, la distribución de mercancías, el acceso a nuevas tecnologías, etc. En este marco, el caso uruguayo no puede comprenderse de forma aislada ante un fenómeno que se expresa desconociendo las fronteras territoriales. Así, en la búsqueda por comprender la complejidad de un objeto de estudio hiperconectado, la conexión México-Uruguay aparecerá asociada con países como Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Paraguay, EEUU y otros.
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     LA CONSTRUCCIÓN DE LA LAVADORA INDUSTRIAL DE DINERO 


    En la industria trasnacional del crimen, la división del trabajo es un prerrequisito fundamental. Las organizaciones criminales se vuelven especialistas en una o varias mercancías, en una o algunas actividades económicas ilegales, en una o más etapas de una actividad económica ilegal, etc. Por ejemplo, la especialidad o marca registrada de la Mafia Siciliana (la mafia) era la industria de la protección (Gambetta, 2010). Una variante de la protección es la violencia, pero en realidad, en la vida cotidiana, la mayor parte del tiempo implica vigilancia y control directo y/o simbólico (reputación) sobre alguien o algo. Los orígenes de la mafia están relacionados con la protección de las personas involucradas en una transacción mercantil y con la protección de la misma compraventa. La mafia garantizaba el cumplimiento de los contratos, los pagos y cobros de dinero, etc. Claro que los servicios de protección no siempre (o nunca) se efectuaban en el marco de la libertad de elección de las partes involucradas. En general, los sujetos protegidos estaban obligados a comprar los servicios que la mafia les ofrecía. El negocio estaba allí. Una vez generada la necesidad y obligación de recibir “protección”, se constituía la demanda y la idea de que sin la mafia no es posible hacer negocios. Salvatore Lupo (2016) dice que es la mafia la que crea la inseguridad de la que se beneficia. El precio de la póliza de seguridad aumenta a medida que se “convence” a los clientes de suscribir al seguro. A su vez, con la propagación de diversas organizaciones delictivas, aumentó la compra de protección contra los robos y las extorsiones que ocasionaban otros grupos delincuenciales. En ciertos pueblos de la isla italiana, el empresariado y la clase trabajadora no podían transar en el mercado sin el conocimiento y la protección de la mafia. El negocio de la protección generó su demanda y tenía cautiva a la población. Así, la protección se transformó en una actividad económica ilegal transmitida de generación en generación a través de vínculos de filiación familiar, étnicos, geográficos y de poder.


    En México, los grupos delictivos organizados de la primera y segunda generación (Guadalajara, Juárez, Tijuana, Sinaloa, etc.) también se estructuran a partir de sus familias extendidas y allegados con fuerte pertenencia territorial. En la actualidad, algunas de las grandes organizaciones continúan estructurándose de la misma forma (Los Cuinis y Jalisco Nueva Generación). Sin parangón alguno y en una escala significativamente menor, los grupos delictivos uruguayos dedicados al tráfico de drogas ilegales también se conforman desde sus familias, vecinos y redes de pares del barrio (Tenenbaum et al., 2021).


    En Italia, México y hasta se podría decir Uruguay –cada uno en el lugar que le corresponde–, los grupos delictivos se inician especializándose en determinadas mercancías y prácticas delictivas. El menú de actividades económicas se amplía a medida que los grupos se sostienen en el tiempo y hacen crecer su estructura. La especialidad no es fruto de una elección de hombres económicos, de yuppies, sino de un conjunto de factores, algunos de los cuales acarrearon consecuencias imprevisibles. Por ejemplo, la primera gran migración china del siglo XIX comenzó a plantar adormidera para sustentar a los fumaderos de opio de la comunidad asiática en México (Astorga, 2015b). Otros ejemplos tienen relación con los vaivenes agroeconómicos nacionales, las nuevas técnicas de cultivo en grandes extensiones y el desarrollo de la industria farmacéutica mundial –a impulso de las guerras–, que transformó determinadas drogas naturales en mercancías de consumo (Del Olmo, 1993). También hay que considerar el histórico ausentismo de los bienes y servicios estatales y la estrecha estructura de oportunidades en el mencionado triángulo dorado mexicano. Además, la llegada de la cocaína al mercado internacional cambió el negocio. Las ganancias aumentaron de forma extraordinaria, el traslado de la mercancía fue más sencillo y las posibilidades de reducir la pureza de la droga permitieron extender el negocio a grupos de microtraficantes. Las organizaciones mexicanas de los años ochenta contaban con una estructura bastante compleja y organizada cuando comenzaron a distribuir la cocaína boliviana, peruana y colombiana hacia EEUU. No obstante, su capacidad organizativa, influencia y competitividad se fortaleció en la década de 1990 al desplomarse las dos grandes organizaciones colombianas (Medellín y Cali) y, más tarde, el Norte del Valle.


    La hipótesis de la especialización delictiva podría seguir desarrollándose con la Yakuza japonesa, las maras en el Triángulo Norte de Centroamérica o las mafias rusas, serbias, albanesas e israelíes. Sin embargo, lo que le interesa al presente trabajo es la especialidad que ofrece Uruguay al crimen organizado internacional de las drogas ilegales y cómo se ha configurado históricamente este servicio experto.


    La hipótesis de trabajo es que Uruguay fue diseñado como un centro de servicios financieros para la protección del gran capital internacional. Se construyó una arquitectura normativa financiera flexible y abierta al flujo de capitales internacionales justificada en el argumento, en resumidas cuentas, de atraer riquezas que el país no generaba y no puede producir por sus condiciones naturales y de mercado. Detrás del cobijo al capital internacional vino la protección del dinero sucio que allí suele refugiarse, en el que se inscribe el procedente de la venta de drogas. Algunos indicadores que orientan la hipótesis son la alta dolarización de la banca nacional15 (Licandro y Licandro, 2001), el alto ingreso de dólares respecto de los que salen del país,16 la proliferación de casas de cambio de divisas en todo el país (55 firmas más sucursales17), los casinos y salas de juego del Estado o arrendadas por este (33 establecimientos), los hipódromos arrendados por el Estado (dos hipódromos)18 y el casino de la Intendencia de Montevideo (uno)19. A estos elementos se unen figuras jurídicas pasadas y presentes como el secreto bancario, el secreto tributario, el testaferro/prestanombres, la no regulación del delito de enriquecimiento ilícito/injustificado/sin causa,20 la libertad de circulación de los metales preciosos, las zonas libres de impuestos (11),21 las sociedades anónimas financieras de inversión (SAFI) y las instituciones financieras externas (banca offshore). También hay que considerar aspectos geográficos como las fronteras porosas con dos grandes mercados como Brasil y Argentina, la cercanía con Paraguay (principal productor de marihuana en Sudamérica), la relativa corta distancia espacial con Bolivia (principal productor mundial de hoja de coca, junto a Perú y Colombia), un puerto permeable con salida directa al océano Atlántico.22 Estos y otros elementos no son exclusivos de Uruguay, pero su existencia histórica y combinada hace que la jurisdicción uruguaya sea un recinto atractivo para el capital internacional.


    Algunas de las características mencionadas en el párrafo anterior configuran la libertad económica que Uruguay ofrece al mundo. El reconocido Instituto Fraser de Canadá, un think tank de corte liberal, realiza investigaciones internacionales con base en la hipótesis de que el aumento de la libertad económica está directamente asociado al incremento de los ingresos por habitante de cualquier país. Sostiene que la libertad económica permite limitar la pobreza y la indigencia, entre otros problemas económicos y sociales. Hay que reducir el tamaño del Estado, bajar las tasas impositivas y los aranceles comerciales, respetar el derecho a la propiedad, lograr estabilidad monetaria, facilitar el acceso a los servicios de cambio de divisas y tener libertad comercial sin interferencia estatal. En base a estas dimensiones, Uruguay se ubicó en el segundo cuartil de países con mayor libertad económica en 2018 con el puntaje de 7,16 en una escala del 0 al 10. Entre 1980 y 2016 el puntaje del país varió de 6,33 a 7,39 puntos. Como referencia, ténganse en cuenta que en 2018 el ranking lo lideraron Honk Kong (8,97), Singapur (8,84), Nueva Zelanda (8,49) y Suiza (8,39), y Chile fue el primer país latinoamericano, en el puesto 15, con un puntaje de 7,80. El informe resalta que el país se posiciona muy bien en el indicador de libertad comercial, particularmente en el subindicador de ausencia de controles de capitales (Gwartney et al., 2018; Fraser Institute y Centro de Estudios para el Desarrollo, 2018).


    El sistema financiero no se pone en funcionamiento con solo su arquitectura normativa, necesita de “protectores del capital” para ponerlo en marcha. Los protectores son un conjunto heterogéneo de expertos –conocedores de la legislación y de las artimañas necesarias, legales e ilegales, para asistir al lavado de dinero, evadir impuestos, etc.– que actúan como intermediarios entre lo público y lo privado. Los protectores del capital están conformados por profesiones tradicionales históricamente vinculadas a la clase dirigente (escribanos, abogados y contadores), propietarios de casas de cambio, constructores, agentes inmobiliarios y rematadores, entre los principales. Estas profesiones y ocupaciones se nuclean en colectivos de protección: estudio/firma/bufete, empresas y colegios de profesionales que actúan corporativamente. De ahí que los protectores del capital tengan un habitus (Bourdieu, 2001) de profesión relacionado, claro está, con la clase social; o sea, un sistema de disposiciones e intereses constitutivos de determinadas profesiones/ocupaciones en la estructura social del régimen capitalista. Algunos ejemplos de protectores de capital se pueden encontrar en la Mafia Siciliana dedicada a garantizar las transacciones en el mercado (Gambetta, 2010), en los protectores de bonos (“bond vigilantes”) capaces de generar inestabilidad y crisis económicas en aquellos países con deudas atadas al mercado financiero internacional (Blakeley, 2019), y en el capitalista colectivo sin rostro (Castells, 2000) especializado en flujos financieros electrónicos. Los especuladores especializados en “bicicletas financieras”, los “fondos buitre” y las empresas calificadoras de riesgo son otros expertos protectores del capital. Siguiendo a Flores Pérez (2019), podemos decir que los protectores del capital forman parte de los circuitos institucionales para proteger los tráficos de mercancías ilegales y permitir la integración de capitales ilícitos en la economía formal. Los protectores del capital forman parte, se mezclan o auxilian al crimen de los poderosos. De acuerdo a Ruggiero (2021), el crimen de los poderosos se distingue del crimen de los débiles por la capacidad que tienen los primeros de producir los efectos que desean, superar los obstáculos que se les presentan, contar con una amplia gama de opciones y utilizar a otras personas, por medio de la coacción o la ley, como medios para sus propios fines.


    Cuando se afirma que los protectores del capital son fundamentales en la división del trabajo de la industria criminal no se quiere decir que estos realicen actividades ilegales para el crimen organizado. Los protectores del capital pueden prestar sus servicios profesionales a criminales en el marco de las posibilidades que ofrece la ley. Dejando a un lado la ética y las ideas de justicia y legitimidad, el dinero es neutral, no tiene rostro, ni tampoco está manchado de sangre.


    Siguiendo a Nordstrom (2004), los grupos delictivos definen su poder por su capacidad económica y flexibilidad para circular entre la legalidad y la ilegalidad. Ergo, en la esfera de la legalidad los protectores del capital (notariales, financieros, judiciales, etc.) tienen una posición importante que cumplir en la división del trabajo del crimen organizado, y esto, segunda aclaración, no quiere decir que los protectores del capital formen parte de la nómina de los integrantes del grupo delictivo. La legalidad no pierde completamente su sentido para los grupos delictivos, en especial para los miembros de jerarquía. Al fin y al cabo, las personas de los grupos delictivos no viven en una realidad paralela a la sociedad; su finalidad, como la de cualquier otra persona conforme con el orden de la sociedad del éxito capitalista (Merton, 1964), es disfrutar públicamente de los logros alcanzados.


    Para conocer, a grandes rasgos, cómo los protectores del capital uruguayos ponen en marcha la arquitectura normativa financiera local y mundial, veamos rápidamente algunos hechos que, a priori, permitirían sostener la hipótesis de que Uruguay es una jurisdicción especializada en la protección del gran capital internacional. Analicemos la participación de Uruguay en cuatro casos recientes: Panamá Papers, Swiss Leaks, Bahamas Leaks y Paradise Papers.23 Es importante aclarar que las personas y empresas señaladas no están directamente implicadas en alguna maniobra ilegal por el solo hecho de ser mencionadas. El hecho de operar en jurisdicciones financieras flexibles y/o paraísos fiscales no es ilegal, aunque puede generar dudas legales y éticas.


    Siguiendo el trabajo del Consorcio Internacional de Periodistas de Investigación (CIPI), en los Panamá Papers se filtraron más de 11 millones de archivos entre los años 1977 y 2015 del estudio panameño Mossack Fonseca & Co. (en adelante Mossack Fonseca). La investigación de CIPI en 2016 demostró que Uruguay estaba en la séptima posición en el total de jurisdicciones con compañías offshore (5.174 compañías)24 y entre los diez primeros países con mayores clientes (298 clientes25) del estudio panameño.26 Los datos no dejan lugar a dudas sobre la significativa participación de los protectores del capital uruguayo en las maniobras de Mossack Fonseca.


    En segundo lugar, Swiss Leaks filtró más de 60.000 archivos de más de 130.000 cuentas de clientes del banco HSBC de Ginebra que buscaban evitar el fisco de sus países. Los documentos fueron extraídos por Herve Falciani entre 2006 y 2008, un exempleado del banco. En el caso fueron hallados 788 clientes uruguayos con 810 cuentas abiertas entre los años 1994 y 2006. Uruguay ocupa el puesto 26 entre 103 países con mayor cantidad de clientes en el banco suizo. El 20 % de las cuentas estaban a nombre de personas con pasaporte nacional, y en el restante 80 % figuraban los nombres de los protectores del capital como representantes de terceros.27 La pregunta que inmediatamente viene a la mente es cómo un país cuantitativamente pequeño como Uruguay, con una clase alta limitada en comparación con los países de la región –ni que hablar de Europa y las naciones anglosajonas–, forma parte del 25 % de los países con mayores clientes del HSBC de Ginebra. La respuesta solamente puede encontrarse en los protectores del capital y la arquitectura financiera nacional. Por este caso, la Dirección General Impositiva (DGI) reliquidó los tributos de los evasores uruguayos por un monto superior a los 40 millones de dólares. Una de las personas mencionadas fue el exjugador de fútbol Diego Forlán28 a través de dos cuentas asociadas a Rosario Trading Company SA de Panamá, que tenían como agente residente a Mossack Fonseca.29 En un comunicado, Forlán manifestó que “siempre tuve y tengo ordenadas mis finanzas [...] ratifico que no formo parte de esta supuesta investigación y que mi nombre ha sido utilizado simplemente como ‘gancho’, por ser figura pública y mundialmente reconocido”.30


    En tercer lugar, en Bahamas Leaks se filtraron más de 1.300.000 documentos de compañías, fondos y fundaciones donde se hallaron 175.888 sociedades offshore registradas entre 1990 y 2016. Entre otras figuras públicas vinculadas a la filtración estaban la familia Pinochet (Augusto y su hijo Marco Antonio), de Chile, y las familias Macri (Franco y sus hijos Mauricio y Mariano) y De la Rúa (Antonio y Aíto, los hijos del expresidente Fernando) en Argentina.31 En principio, la participación de Uruguay se limita a dos sociedades anónimas: Exxon Mobil Uruguay Upstream Limited y Seaboard Uruguay Holding Limited.32 Mientras la primera está ligada a los conocidos lubricantes, la segunda tenía 45 % del capital accionario del Molino Dolores (Cereoil y Nolston, actual Nolston SA), que en 2016, posiblemente a raíz de Bahamas Leaks, pasó a concordato y posterior concurso de sus acciones.33


    En cuarto lugar está Paradise Papers con la filtración en noviembre de 2017 de más de 13 millones de documentos del estudio Appleby de las Islas Bermudas y del estudio Asiaciti Trust de Singapur. En los documentos estuvieron involucradas figuras públicas como la reina Isabel, allegados de Donald Trump y Vladimir Putin, músicos como Bono y Shakira, y corporaciones como Apple, Nike y Facebook. No se establecen conexiones importantes con Uruguay porque, probablemente, Appleby trabajaba para el capital de la élite británica y estadounidense.34 La única liga con el país tiene que ver con la Asociación Uruguaya de Fútbol y la productora audiovisual Tenfield SA cuando cobraron una suma de dinero por derechos de transmisión del partido Uruguay-España, en Doha en 2013, de parte de la empresa Full Play Group SA por intermedio de la offshore ESM Group de las islas Seychelles, que es mencionada en los Paradise Papers. Detrás de la organización de estos partidos amistosos internacionales se encontraron supuestas negociaciones para el beneficio de terceros.35 Otras entidades que aparecen en los Paradise Papers vinculadas a Uruguay, pero que no se identifican en la trama, están registradas en Appleby,36 Aruba,37 Bahamas,38 Barbados,39 British Virgin Islands40 y Saint Kitts and Nevis.41


    En estos cuatro casos se observa con claridad ciertos patrones que ubican a Uruguay, su arquitectura normativa financiera y sus protectores de capital en el rodeo internacional de la circulación del capital de celebridades, grandes empresas y organizaciones. Veamos ahora cómo se fue construyendo la expertise oriental.


    Coqueteo con el capital internacional en dictadura


    En 1973 el mundo enfrentó una de las crisis petroleras más importantes de la historia cuando la Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP) restringió la oferta de crudo en el contexto de la guerra de Yom Kippur (día del perdón). En esos años, Uruguay era incapaz de pagar la deuda externa, frenar la caída del nivel de la actividad productiva, aplacar la reducción del salario real y contener la devaluación (Notaro, 2001).


    A finales de 1972 la inflación había alcanzado el 95 % (Finch, 2005). El gobierno de Juan María Bordaberry –presidente constitucional entre marzo de 1972 y junio de 1973, y presidente de facto hasta junio de 1976– comenzó el diseño de una política económica basada en la apertura comercial y financiera, que posteriormente profundizó la dictadura militar (1973-1985). Las reformas de la década de 1970 crearon un país abierto al mercado de capitales, en especial los procedentes de Brasil y Argentina (Finch, 2005). El modelo de plaza financiera creó las condiciones para que “Uruguay se convierta en el resumidero del dinero negro del Cono Sur” (Carrió, 1987:15). El Plan Nacional de Desarrollo de abril de 1973 y el llamado cónclave cívico-militar de San Miguel de agosto de ese año promovieron el ingreso de capitales extranjeros (Calloia et al., 1984). En 1972 y 1973 se firmaron la sexta y séptima carta de intención con el Fondo Monetario Internacional (FMI). En 1974 se promovieron las inversiones nacionales y extranjeras mediante la Ley de Inversiones Extranjeras, de Promoción Industrial y el Plan Pesquero (Oyhantcabal, 2019). La clase dirigente, siguiendo los postulados fondomonetaristas, “pensaba” que las economías pequeñas, del tercer mundo, con una industria incipiente y escasos recursos naturales valorados en el mercado mundial, tenían que abrir sus economías para recibir activos extranjeros y, así, “arreglar” sus problemas internos (Díaz, 1985). La dirección de la política económica dio rápidamente frutos, especialmente a partir de 1974 con el ingreso de Alejandro Végh Villegas en el Ministerio de Hacienda. Pero el crecimiento de la economía nacional se agotó en 1981 con una fuerte contracción de la economía y la “crisis de la tablita” de 1982 (Notaro, 2001). Uruguay no era una isla; en esos años América Latina afrontaba una de las crisis más importantes de su historia al encontrarse sin liquidez y solvencia para afrontar el pago de la deuda externa.


    Previo a la dictadura cívico-militar se encuentran algunos antecedentes que dan lugar a la apertura económica del país, pero son medidas aisladas que no se integran a un planteo programático y sistemático para catapultar a Uruguay como plaza financiera internacional. El primer antecedente del siglo XX se lo puede hallar, quizás, en 1923 cuando el Estado crea las zonas libres de impuestos (zonas francas). La medida fue reimpulsada 65 años más tarde con la aprobación de la Ley 15.921 del 17 de diciembre de 1987 bajo la primera presidencia de Julio María Sanguinetti. Otro mojón a considerar es la Ley 11.073 del 24 de junio de 1948 que creó las SAFI en el gobierno de Luis Batlle Berres. La medida se profundizó décadas después con la Ley 16.060 del 4 de setiembre de 1989, en la presidencia de Sanguinetti, y la Ley 16.170 del 28 de diciembre de 1990, en la presidencia de Luis Alberto Lacalle. Otros antecedentes a tener en cuenta son la Ley 12.670 del 17 de diciembre de 1959, que liberó la cotización de la moneda a las fluctuaciones del mercado, la firma de la primera carta de intención con el FMI en setiembre de 1960, y la creación de la “Cuenta 18 de Julio” en 1967 para recibir depósitos en moneda extranjera a un año con un beneficio de 8 % de interés (Demasi, 2019: 37). A estos antecedentes hay que agregar la tendencia del contexto internacional delineada por las instituciones nacidas de los acuerdos de Bretton Woods en 1944, me refiero al FMI y el Banco Mundial (BM).


    Ahora bien, como se dijo, el modelo financiero nacional, flexible y abierto al mundo se profundizó en la década de 1970. Los depósitos en moneda extranjera crecieron significativamente cuando en 1974 fue eliminado el uso forzoso de la moneda nacional y se permitió la utilización de moneda extranjera en las transacciones locales (Yaffé, 2010). En setiembre del mismo año se decretó la libertad del mercado financiero de cambios, hecho que dio lugar a la libre convertibilidad del peso uruguayo, hasta que en octubre de 1978 se cambió a un régimen de tipo de cambio preanunciado (Carrió, 1987) que se conoció con el nombre de “la tablita”. Mientras en 1974 los depósitos de personas no residentes representaban el 16,8 %, en 1978 la cifra alcanzó 28,3 % en el total del sistema bancario. En la banca privada, los depósitos en moneda extranjera de no residentes subieron de 28,3 % en 1974 a 45,5 % en 1980. La banca privada tuvo un crecimiento llamativo; mientras en 1974 el total de sus activos financieros eran 19,5 %, en 1978 pasaron a ser 51,3 % y en 1980 alcanzaron el 62,3 %. En los mismos años, las colocaciones crediticias aumentaron 16 % y con ello creció la dolarización del país (Calloia et al., 1984). Este flujo de capitales que ingresaba al país permitió compensar parcialmente los recurrentes déficits de la cuenta corriente (Yaffé, 2010). A todo esto, la clase dirigente blindó su posición privilegiada con la Ley 14.306, Código Tributario Nacional, del 19 de noviembre de 1974, al proteger el derecho a la intimidad con el secreto tributario. El artículo 47 (Secreto de las actuaciones) de la norma citada reguló la privacidad de, por ejemplo, grandes deudores, evasores y estafadores del fisco, al obligar guardar secreto a la Administración Tributaria y sus funcionarios de las actuaciones administrativas o judiciales.


    Entre 1973 y 1978 el financiamiento de la deuda se basó en organismos multilaterales y títulos públicos (bonos, acciones, etc.) (Bertino y Bertoni, 2004). Así, por ejemplo, en 1972 el país firmó una carta intención con el FMI que agravó intensamente la deuda externa (alrededor de 100 millones de dólares) e hizo decrecer el PBI en 3,3 %. Para contrarrestar la crisis, se propuso un Plan Nacional de Desarrollo para el período 1973-1977 que siguió los lineamientos liberales del FMI (Aldrighi, 2004). En 1977 comenzó a delinearse un nuevo proyecto económico con fines estabilizadores en que el principal beneficiario fue el sector financiero que, principalmente, estaba en manos del capital extranjero. Para Henry Finch, el cónclave de Solís de diciembre de 1977 fue fundamental. Allí, “el equipo económico imaginó el desarrollo de Uruguay como un centro financiero internacional […] la liberación del sector financiero fue efectivamente completada y se permitieron las operaciones bancarias offshore” (2005: 287). Las reformas de 1979 eliminaron los encajes bancarios obligatorios42 (congelamiento de un porcentaje de los recursos) y el impuesto único a la actividad bancaria. También se liberaron las tasas de interés, se incrementaron las sucursales bancarias, las casas bancarias y financieras, y comenzaron a funcionar nuevos bancos después de los límites impuestos en 1965 (Dominioni y Licandro, 1987; Finch, 2005).


    La desregulación del mercado financiero alcanzó niveles absolutos cuando algunas mercancías e inversiones fueron eximidas de carga fiscal y otras redujeron considerablemente su peso impositivo. Tal nivel alcanzó la desregulación, que se anularon las declaraciones aduaneras de algunos productos. Por ejemplo, el Decreto 570/979 del 4 de octubre de 1979, promulgado por Aparicio Méndez, prescribió que los metales preciosos (oro, plata, platino y paladio) fueran libres de importación, ingreso, distribución, comercialización, circulación, exportación y egreso (artículo 2), estaban exonerados de impuestos (artículo 5), sin que fuera necesario hacer declaración ni trámite para entrar o salir (artículo 4). Así, cuatro recursos naturales ampliamente valorados en el mercado mundial adquirieron invisibilidad en un país que no los producía. El texto del decreto no ocultaba sus intenciones al catalogar a Uruguay como “plaza financiera internacional”. Entre otras consecuencias, es posible pensar que la liberación del oro puso a Uruguay entre los principales centros de lavado de dinero de la organización de Medellín entre 1986 y 1989. Así lo evidenció la operación internacional Polar Cap. El joyero Raúl Vivas, ciudadano argentino que residía en Punta del Este, propietario de al menos un cambio de divisas, lavó el dinero de la organización de Medellín importando y exportando oro desde Uruguay.43


    El Plan Nacional de Desarrollo se propuso crear un Estado dinámico para la recepción de capital extranjero, especialmente en la industria tecnológica, la pesca y el turismo (Finch, 2005). En ese sentido, por ejemplo, se fortalecieron los juegos de azar. Aparicio Méndez aprobó el Decreto 427/977 del 27 de junio de 1977 y el Decreto 635/979 del 7 de noviembre de 1979 para introducir la explotación del blackjack, o veintiuno, y el bingo en los casinos del Estado. Las máquinas tragamonedas se expandieron en el territorio nacional con el Decreto 56/1980 del 30 de enero de 1980. En los tres decretos se justifica la introducción de juegos de azar por la “popularidad mundial y las naturales exigencias que plantean las tradicionales corrientes turísticas internacionales que concurren a los casinos estatales”. Con estas medidas no se fomentaba cualquier tipo de turismo, se buscaba seducir a la clase alta de la región. Debe considerarse que el turismo es una de las principales actividades económicas del país y que los juegos de azar, como el casino, son una vía relativamente sencilla para lavar dinero.


    No puede dejar de decirse, aunque en Uruguay es algo dado por natural, que el Estado tiene y arrenda casinos. El origen de las actividades de casino (o ruleta) en el país se rastrea hace más de un siglo con la aprobación de la Ley 5.352 del 20 de noviembre de 1915 cuando el Poder Ejecutivo autorizó la organización de juegos de azar en Montevideo en el Hotel Parque Urbano (en el barrio Parque Rodó), Hotel Carrasco y Rambla Hotel (en el barrio Pocitos), y dispuso evaluar concesiones para explotar los juegos de azar en balnearios de Maldonado y Rocha. La lotería tiene orígenes aún más lejanos, data de 1856 cuando la Ley 509 autorizó a la empresa Teatro Solís a realizar dos loterías anuales.44 En 1818 se resolvió la realización de la primera lotería con la finalidad de recaudar fondos para el Hospital de Caridad y la orden católica de los Niños Expósitos.45 Un año más tarde se realizó el sorteo: “El primer sorteo se realizó el 9 de julio de 1819 en la Plaza Mayor frente a las Puertas del Cabildo, donde 11 años después se juraría la primera Constitución del joven Uruguay. Se distribuían 750 patacones en 48 premios, de los cuales el mayor consistía en 200 patacones” (Alfano y Werner, 2011). De ahí nace la tradicional relación de la lotería con el presupuesto de los centros de salud públicos y el control monopólico del Estado de los juegos de azar.


    En los últimos años de la dictadura militar, con Gregorio Álvarez en la jefatura del régimen, se instauró una de las principales características de los paraísos fiscales: el secreto bancario,46 regulado por el artículo 25 de la Ley 15.322, “Intermediación financiera”, del 17 de setiembre de 1982. El acto jurídico propició un escenario sugerente para el capital económico que todavía no estaba convencido de que Uruguay se desinteresaba del origen y los titulares del dinero. La norma reforzó una disposición del Código Penal de 1934 que imposibilitaba, sin causa justa, revelar operaciones financieras de clientes (artículo 302 de la Ley 9.414, reformada en 1987 por la Ley 15.903). Con ello, dice Raúl Cervini (2006), el Estado liberal uruguayo entendió que el secreto es un derecho fundamental para garantizar el respeto a la privacidad y la libertad individual. El secreto bancario no es un invento uruguayo, Suiza lo aplicó de facto antes de la ley bancaria de 1934 (Bartels y Arias, 2010) y EEUU lo aprobó en 1970 durante el gobierno de Richard Nixon a través de la Bank Secrecy Act. El texto oficial de la legislación sostenía que se buscaba “controlar” el lavado de dinero,47 aunque, más bien, la norma sirvió para blindar el capital. Recuérdese que el expresidente Nixon declaró la guerra contra las drogas en 1971, hecho intrínsecamente relacionado con el lavado de activos. La Ley 15.322 de 1982 también creó otra herramienta clave para la seducción del capital extranjero: las instituciones financieras externas (IFE). Estas entidades financieras de banca offshore están autorizadas para operar en las zonas libres de impuestos y son exoneradas de obligaciones tributarias sobre la actividad, el patrimonio, los giros y las rentas.48 Las IFE operan con clientes no residentes en títulos de valores, dinero o metales preciosos radicados fuera del país.49 Han sido una herramienta poco utilizada en los últimos años.


    La banca internacional –acreedora de la mayor parte de la deuda nacional–, la cúpula de las fuerzas armadas –cuyo gasto se incrementó continuamente durante el régimen dictatorial (Bohoslavsky, 2016)– y el capital financiero –instituciones de intermediación, acreedores externos y titulares de depósitos bancarios nacionales e internacionales (Notaro, 2001)– fueron los sectores privilegiados del modelo que buscó y logró posicionar a Uruguay en el centro de la protección del capital internacional. Por ejemplo, el gobierno de facto, con el dinero de la sociedad uruguaya, compró la deuda de varios bancos con directorios integrados por personas cercanas a la clase política y/o militar. Ninguno de los bancos subsidiados era uruguayo, sus casas matrices estaban en el “primer mundo”: City Bank, Banco de Boston, Bank of America, Banco de Londres, Banco Holandés, Banco Santander y Banco Central de España (Werner, 2016; Blixen y Uval, 2016). El equipo económico de la dictadura justificó la compra de la deuda con los argumentos de mantener la estabilidad de la plaza financiera y de que se sacaría un rédito económico posterior con la venta de los bancos a instituciones financieras internacionales. La compra de las carteras significó para la sociedad uruguaya el desembolso de alrededor de 850 millones de dólares (Carrió, 1987). La dictadura también obró a favor del enriquecimiento de la cúpula militar. Por ejemplo, Werner (2016) menciona que la Armada Nacional realizó “inversiones” con fondos públicos en las islas Bahamas que nunca reportaron un centavo al país. Se señala que algunos barcos de las fuerzas armadas eran utilizados con propósitos de contrabando y que llegaron a perjudicar severamente a la industria de la pesca. El autor manifiesta que en las maniobras estuvieron involucrados políticos, como el nacionalista Alberto Gallinal Heber, exintendente de Florida, y el colorado Antonio Marchesano, diputado y ministro del Interior durante la primera presidencia de Julio María Sanguinetti (1985-1990). A su vez, cabe mencionar que Marchesano, como ministro del Interior, dispuso el cierre de la Penitenciaría de Punta Carretas en noviembre de 1986 tras un motín de grandes dimensiones. La cárcel, que funcionaba desde 1915, se transformó en centro comercial en 1994 con la contribución de accionistas como Marchesano, quien además administró el shopping durante quince años.50 Por otra parte, Werner (2016) destaca que el general Gregorio Álvarez y su esposa, Rosario Flores, se enriquecieron con la reestructura de la industria frigorífica. Otros negociados que beneficiaron a la élite militar y el sector empresarial fueron la construcción de la represa de Palmar y la desviación de fondos del Banco Hipotecario que estaban destinados a la construcción de vivienda social. A su vez, el capital argentino comenzó a incrementarse en la principal ciudad turística del país. El periodista Carlos Peláez afirma que desde 1976 comenzó a llegar “plata dulce” a Punta del Este desde la Argentina.51 Entre los años 1978-1981 la industria de la construcción, a partir de la inversión privada proveniente de Argentina y el Banco Hipotecario del Uruguay, tuvo una expansión productiva significativa en Punta del Este (Carrió, 1987; Finch, 2005).


    En el final del régimen cívico-militar, el endeudamiento externo fue exorbitante: 716 millones de dólares en 1973, 3.100 millones de dólares en 1981, 4.300 millones de dólares en 1982, 6.000 millones de dólares en 1985 (Carrió, 1987; Finch, 2005). El crecimiento de la deuda pública aumentó estrepitosamente: 363 millones de dólares en 1971, 1.034 millones de dólares en 1975 y 3.287 millones de dólares en 1985. En 1985, 72 % de la deuda era con acreedores privados, 22 % con acreedores multilaterales y 6 % restante con acreedores bilaterales (Bohoslavsky, 2016). La crisis económica, agravada a partir de 1982 con la crisis de la tablita –el BCU “se quedó sin dólares para sostener el cronograma de cotizaciones y liberó el tipo de cambio provocando una devaluación de 133 %” (Oyhantcabal, 2019: 42)–, intentó ser contenida en 1983 con un nuevo acuerdo con el FMI en el que se refinanciaba la deuda pública y privada con el compromiso de mantener el modelo neoliberal.


    Coqueteo con el capital internacional en democracia


    La política económica de la dictadura continuó en el régimen democrático. Los gobiernos de Julio María Sanguinetti (1985-1990 y 1995-2000) y el de Luis Alberto Lacalle (1990-1995) profundizaron el modelo financiero flexible orientado al capital internacional. Además, varios tecnócratas que colaboraron con el régimen militar,52 sobre todo especialistas en asuntos de economía y planificación, continuaron sus servicios en democracia (Werner, 2016).


    La primera presidencia de Sanguinetti mantuvo la apertura comercial y financiera, y confirmó la relación del país con el FMI al ratificar en 1985 un acuerdo que buscó pagar la deuda del gobierno con los bancos privados trasnacionales (Bertino y Bertoni, 2004). La presidencia de Lacalle profundizó la agenda liberal del Consenso de Washington de 1989. Entre otras cosas, aplicó una política de ajuste fiscal, la desregulación del mercado de servicios, la fundación del Mercado Común del Sur (Mercosur) y la privatización total o parcial de empresas públicas como Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea SA (Pluna), la administración portuaria, los seguros y la banca intervenida (Rilla, 2008).


    Sanguinetti impulsó las zonas francas, política originada en 1923 que venía estancada desde décadas atrás, con la aprobación de la Ley 15.921 del 17 de diciembre de 1987. Con la nueva normativa se estimuló la inversión y proliferaron las áreas libres de impuestos a bienes, servicios, mercaderías y materias primas, cualquiera fuera su origen. Los usuarios de zonas francas gozan de privilegios de exoneración de: impuesto a la renta de las actividades económicas (IRAE), impuesto al patrimonio, impuesto al valor agregado (IVA), impuesto específico interno (Imesi), impuesto al control de las sociedades anónimas (Icosa). Las sociedades anónimas ubicadas en las zonas francas tienen libertad de ingresar y egresar divisas, títulos, valores y metales preciosos.53 En la actualidad existen doce zonas libres de impuestos en el país.54


    Sanguinetti y sobre todo Lacalle impulsaron las sociedades anónimas financieras de inversión dotándolas de un amplio abanico de posibilidades y protección. Las SAFI, que como se mencionó fueron creadas en 1948 durante el gobierno de Luis Batlle Berres, se diseñaron para que la clase alta argentina pudiera sacar su riqueza durante el gobierno de Juan Domingo Perón. El neobatllismo y el peronismo tenían tensiones recurrentes. Mientras Perón estaba cerca del nazismo y el franquismo, como también de la clase trabajadora y la iglesia católica, Batlle Berres era anticlerical y un aliado de EEUU y de la democracia liberal. En el ámbito doméstico, Batlle Berres disputaba el liderazgo político de la nación con Luis Alberto de Herrera, el “peronista uruguayo” (Rilla et al., 2013)55 que no “ocultó sus simpatías con el franquismo y también en ciertos momentos con el fascismo, en especial de los años treinta” (Caetano, 2021: 157). La expansión de las SAFI comenzó en la era neoliberal con la Ley 16.060, “Sociedades comerciales”, del 4 de setiembre de 1989, y al año siguiente con la Ley 16.170 del 28 de diciembre de 1990. Con estas reformas las SAFI se convirtieron en verdaderas entidades offshore registradas en el país para operar en el exterior “por cuenta propia o de terceros o para terceros” (Ley 16.170, artículo 635) bajo la intermediación de los protectores locales del capital. Estas modificaciones facilitaron significativamente la movilidad del dinero sucio hacia el sistema financiero legal, especialmente desde Argentina. A modo de ejemplo, el Informe Carrió56 de 2001 arrojó un sinnúmero de sociedades anónimas creadas en Uruguay para lavar dinero proveniente de ciudadanos argentinos. Uno de los casos más sonados fue la venta de armas de guerra a Ecuador y Croacia por parte de Argentina, para beneficio del entorno del expresidente Carlos Saúl Menem,57 contemporáneo de Lacalle, a pesar de que las Naciones Unidas habían prohibido la venta de armas de fuego a esos países. Pero no solo para delitos complejos los argentinos utilizaron las SAFI uruguayas. En 2009 Ricardo Gil Iribarne, quien en ese entonces era el titular de la Junta de Transparencia y Ética Pública (Jutep) y fue director de la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo (Senaclaft), calculaba que alrededor de 100.000 ciudadanos argentinos tenían SAFI en Uruguay para ocultar transferencias al exterior o esconder propiedades inmuebles en Punta del Este.58 El periodista argentino Hugo Alconada Mon manifestó que Uruguay participó de todos los grandes casos de corrupción argentinos de los últimos veinte años.59 En abril de 2020 se conoció información alarmante a partir de una base de datos de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) que fue facilitada en 2017 a la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) de la Argentina. La información muestra que Uruguay encabezaba en 2017 la lista de países –por encima de EEUU, Panamá y Suiza– con mayor cúmulo de cuentas de empresas y personas físicas argentinas sin declarar en el país de origen (Argentina). Se calcula que 950 cuentas uruguayas sin declarar por los argentinos en su país acumulaban la friolera de 2.600 millones de dólares en diciembre de 2017.60


    Presiones internacionales


    El sistema financiero y el interés del Estado uruguayo por combatir el lavado de dinero han sido puestos en duda en varias oportunidades por distintos países y organismos internacionales. Por ejemplo, paradójicamente, EEUU ha expresado más de una vez su desconfianza respecto de la política financiera nacional. El 4 de marzo de 1989 la revista The Economist sostenía que “Uruguay era candidato a ser incluido en la nómina de países considerados con peligro de depósitos de dinero sucio”.61 En 1996 un reporte del Departamento de Estado expresaba que “la actividad bancaria y financiera, y las leyes del secreto bancario, hacen a Uruguay un país particularmente vulnerable al lavado de dinero”.62 Un informe publicado por la embajada de EEUU en Montevideo, con fecha 7 de marzo de 2005, decía que Uruguay es uno de los países más afectados por el lavado de dinero. La afirmación se sustentaba en que el país reúne “estrictas leyes de secreto bancario, libre cambio de divisas, regulaciones para la movilidad de capital y estabilidad económica”.63 En 2014 y 2016 el Departamento de Estado de EEUU sostenía que Uruguay permanecía vulnerable a las amenazas del lavado de dinero y al financiamiento de las actividades terroristas por la alta dolarización de su economía, sus fronteras porosas con Argentina y Brasil y las zonas de libre comercio (United States Department of States, 2014; 2016). Mientras en los informes de 2005 y 2014 se decía que operaban seis bancos offshore en el país, en el reporte de 2016 se hablaba de tres bancos “extraterritoriales”. En marzo de 2018 el Departamento de Estado publicó un nuevo informe donde se decía que Uruguay tiene 14 entidades financieras offshore y un banco offshore para abastecer la demanda de clientes, principalmente, argentinos. El texto subraya que el tráfico de drogas es la principal actividad delictiva que lava dinero en el país –sin mostrar evidencia– y que la falta de control en las fronteras con Argentina y Brasil permite el contrabando de dinero en efectivo (United States Department of States, 2018). Según el Departamento de Estado, en Uruguay operaron organizaciones criminales colombianas, mexicanas, brasileñas y rusas para, principalmente, lavar dinero del tráfico de drogas.64


    La política económica de EEUU tiene rostro de Jano o doble cara, en el exterior se muestra como un ferviente luchador contra el lavado de capitales y en el interior facilita la legitimación de dinero sucio.65 Estados como Delaware, Nevada, Wyoming y Dakota del Sur atraen cuentas de Suiza y de otras jurisdicciones paradisíacas para evadir impuestos, lavar dinero, etc. En 2004 EEUU, Baréin, Nuru y Vanuatu, a diferencia de 97 países, rechazaron las recomendaciones de la OCDE para fortalecer el control y la transparencia de cuentas bancarias depositadas en el exterior.66 Esta no es la primera vez que EEUU se opone a las recomendaciones y evaluaciones internacionales que lo ponen en el ojo de la tormenta. En febrero de 2019 el Departamento del Tesoro declaró su rechazo a la lista de territorios con controles deficientes contra el lavado de capitales de la Comisión Europea por incluir a Puerto Rico, Samoa Americana, Guam y las Islas Vírgenes de EEUU,67 cuatro colonias o territorios bajo soberanía estadounidense que no están incorporados a su territorio nacional. El exsenador de EEUU Carl Levin, reconocido por adentrarse en el campo de la jurisprudencia sobre lavado de activos, ha dicho que “entre 500.000 millones y un billón de dólares de origen criminal se mueven y depositan anualmente en los bancos. Se estima que la mitad de ese dinero viene a dar a EEUU”.68 Los datos son contundentes, el índice de secreto financiero69 de la organización Tax Justice Network muestra que en 2020 EEUU era la segunda jurisdicción, detrás de Islas Caimán, mejor preparada para atraer capitales de riesgo.70 En 2018 EEUU se ubicó nuevamente en el segundo lugar, debajo de Suiza, y en 2015 ocupó la tercera posición tras Suiza y Hong Kong.71


    Uruguay también ha sido objeto de las evaluaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI). En 2006 el Grupo de Acción Financiera de Sudamérica (Gafisud, actual Gafilat) presentó un informe de evaluación mutua donde sostenía que las autoridades uruguayas no consideraban que el lavado de dinero fuera un riesgo para el país y que un segmento significativo del sector financiero llevaba adelante actividades offshore con elevados riesgos relacionados con el lavado de capitales. Gafisud realizó otra evaluación mutua en 2008 en que hizo énfasis en las debilidades del país en materia de “Debida Diligencia con la Clienta”. El organismo resaltó la falta de mecanismos de información, control y verificación para conocer las intenciones y los vínculos de los clientes. El informe sostuvo que buena parte de las entidades financieras y no financieras incumplen su obligación de reportar operaciones sospechosas e inusuales. En 2009 otro informe del organismo intergubernamental manifestó que las SAFI son ampliamente criticadas por la comunidad internacional, “(en particular cinco de los países vecinos) por su utilización con fines de ocultamiento del origen y los beneficiarios finales de los capitales” (Gafisud, 2009: 4-5). El documento muestra preocupación por el lavado de activos de organizaciones criminales colombianas y mexicanas dedicadas al tráfico de drogas ilegales. El diagnóstico fue compartido nueve años más tarde por EEUU (United States Department of States, 2018). En enero de 2020 se publicó un nuevo informe de evaluación mutua sobre Uruguay. Allí se dice que el país ha sido históricamente una plaza financiera regional que ha ofrecido diversos instrumentos societarios y financieros atractivos para inversores no residentes a través del sector de proveedores de servicios societarios, fiduciarios y profesionales independientes. La vulnerabilidad del sector financiero uruguayo ha permitido la colocación de capitales ilícitos en el sector inmobiliario y la construcción. También se dice que la jurisdiccion tiene un riesgo alto con relación a la colocación de activos procedentes de delitos cometidos en el exterior, por ejemplo: tráfico de drogas, contrabando, trata de personas y proxenetismo, falsificación y estafa. Una de las principales limitantes halladas en la evaluación refiere a las actividades y profesiones no financieras designadas (APNFD): casinos; agentes inmobiliarios; comerciantes de metales preciosos y de piedras preciosas; abogados, notarios, contadores y empleados de firmas profesionales, y proveedores de servicios fiduciarios y societarios. El informe sostiene que las APNFD carecen de información de soporte y estadísticas suficientes, tiene un conocimiento no profundo respecto de ciertos riesgos y, salvo algunas excepciones, el nivel de reporte de operaciones sospechosas es bajo (Gafilat, 2020).


    Otro organismo internacional que presiona a Uruguay es la OCDE. En abril de 2009 el Foro Global de Transparencia Fiscal e Intercambio de Información, reunido en la cumbre del G20 en Londres, ubicó a Uruguay –junto con Costa Rica, Malasia y Filipinas– en la lista de “jurisdicciones que no se comprometieron con los estándares fiscales internacionales”. En principio, la situación de Uruguay era esperable, mas no que jurisdicciones como Andorra, Seychelles, Isla del Hombre, Islas Caimán, Islas Vírgenes Británicas e Islas Vírgenes de EEUU tuvieran una mejor ubicación.72 Entre 2009 y 2011 las autoridades uruguayas alcanzaron 18 acuerdos bilaterales de cooperación fiscal.73 El esfuerzo no pareció ser suficiente para Nicolas Sarkozy, entonces presidente de Francia, ya que incluyó a Uruguay entre los paraísos fiscales del mundo en su discurso de la cumbre del G20, en Cannes, en noviembre de 2011. Las autoridades uruguayas rechazaron la afirmación de Sarkozy y convocaron al embajador francés para que explicara los dichos del primer mandatario. En diciembre de 2011 la OCDE reubicó la posición de Uruguay para catalogarla entre las “jurisdicciones que sustancialmente han implementado estándares para el intercambio de información”.74 Pero, claro, quizás Sarkozy tenía algo de razón. Entre esos 18 acuerdos no estaban países estratégicos como Argentina, Brasil, Paraguay, Colombia, Bolivia y EEUU. A diciembre de 2021 Uruguay tiene 36 acuerdos vigentes, 24 para evitar la doble imposición tributaria y 14 acuerdos de intercambio de información en materia tributaria (en la región solamente figura Chile).75 En 2012 el Parlamento uruguayo ratificó un acuerdo de cooperación con Brasil en intercambio de información tributaria, pero al momento de escribir el libro todavía no está vigente.


    En 2018, desde el punto de vista de la OCDE, las cosas empezaron a mejorar. Uruguay contaba con 14 acuerdos vigentes sobre intercambio de información en materia tributaria –los mismos al cierre de 2021–. En la reunión del G20 de diciembre de 2018, en Buenos Aires, Uruguay pasó a ser uno de los mejores de la “escuela fiscal” tras la adopción del sistema de intercambio automático de información tributaria y la instrumentación del proyecto BEPS (Base Erosion and Profit Shigting Project). Así lo afirmó la directora adjunta del Centro de Política y Administración Tributaria de la OCDE.76 En julio de 2019 el país continuó cumpliendo con el comportamiento que espera la organización internacional. Uruguay no apareció mencionado en su informe sobre prácticas tributarias nocivas. La clave para ello fue la norma sobre zonas francas –Ley 19.566 del 8 de diciembre de 2017– que reguló los incentivos fiscales y aumentó los controles sobre las empresas que no tienen una actividad real.77


    La Unión Europea (UE) también presentó sus quejas al sistema financiero uruguayo. El Consejo Europeo en Asuntos Económicos y Financieros, conformado por los ministros de Economía y Hacienda de los Estados miembros de la unión, elaboró por primera vez, en diciembre de 2017, una lista de países no cooperantes en materia fiscal, transparencia y actividades económicas. La evaluación fue más estricta que la OCDE, en parte como reacción a la serie de escándalos internacionales (Panamá Papers, Swiss Leaks, etc.). Uruguay apareció dentro de las jurisdicciones con regímenes fiscales perjudiciales porque las zonas libres de impuestos generan “incentivos fiscales dañinos”.78 En marzo de 2019 el país pasó a ser una jurisdicción con mecanismos de cooperación fiscal, según la UE.79 Pero en 2021 la UE incluyó nuevamente al país entre los regímenes de impuestos que se consideran “perniciosos” porque son laxos con las rentas de nacionales en el extranjero.80 La metodología de evaluación de la UE ha recibido duras críticas. Por ejemplo, no incluye a los países que la integran. Un estudio de Oxfam Intermón aplicó los criterios de evaluación de la UE a la propia UE y resultó que cinco países de la comunidad deberían estar en la “lista negra” y otros 19 países en la “lista gris” por no cumplir con los compromisos exigidos. La investigación sostiene que la rigurosidad de la evaluación de 2017 no se reprodujo en 2019 ya que fueron quitados de las listas reconocidos paraísos fiscales como Bermudas, Islas Vírgenes Británicas, Islas Caimán, Isla de Man, Guernsey, Jersey, etc.81


    Las presiones internacionales se complementan con los asesoramientos del FMI y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) para capacitar al personal técnico y elaborar las estrategias nacionales y los planes de acción contra el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo (Presidencia, 2018).


    Límites a la protección del capital


    El primer antecedente normativo de Uruguay acerca del lavado de dinero surge en el régimen dictatorial (1973-1985) con la Ley 14.294, “Ley de Estupefacientes”, del 31 de octubre de 1974 (declarada decreto-ley en democracia por la Ley 15.738 del 13 de marzo de 1985). El artículo 42 de la norma determinó la confiscación de los bienes de cualquier naturaleza que la persona haya adquirido con dinero proveniente de la producción, importación o exportación de sustancias psicotrópicas enlistadas en la Convención Única de Nueva York de 1961. Aunque no se menciona el lavado de dinero como figura jurídica, la norma describe la práctica de legitimación de capitales en actividades ilícitas vinculadas con drogas ilegales. En la segunda presidencia de Sanguinetti se actualizó la norma de estupefacientes con la Ley 17.016 del 22 de octubre de 1998. También se delimitaron los delitos de corrupción en la administración pública (lavado de dinero, falta a la verdad en la declaración jurada, sobornos y otros abusos, excesos o desviaciones de poder) con la Ley 17.060, “Ley Cristal de funcionarios públicos”, del 23 de diciembre de 1998.


    Los atentados del 11 de setiembre de 2001 en EEUU dieron un nuevo y reforzado empuje a las medidas nacionales y presiones internacionales para combatir el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo. Las regulaciones y capacidades estatales en la materia comenzaron a profundizarse desde los primeros años del siglo XXI a partir de las convenciones de Palermo (2000) y Viena (2004) contra el crimen organizado internacional. De este modo, durante la presidencia de Jorge Batlle (2000-2005) se aprobó la Ley 17.704 del 27 de octubre de 2003 para incorporar el “Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo” del 9 de diciembre de 1999. Con la aprobación de la Ley 17.835 del 29 de setiembre de 2004 se creó el “sistema de prevención y control del lavado de activos y de la financiación del terrorismo” y se reconoció el lavado de activos como figura jurídica penal, aunque, como se leerá más adelante, sin autonomía propia. Hasta 2017 el lavado de capitales estuvo supeditado a otras figuras delictivas precedentes. La citada norma reconoce la función de la Unidad de Inteligencia y Análisis Financiero (UIAF) –aunque la unidad existía desde el 20 de diciembre de 2000 por la circular 1.722 del BCU– y obligó a todas las personas físicas y jurídicas sujetas al BCU a brindar información a la UIAF.


    Con la ruptura de la hegemonía presidencial de los partidos tradicionales, en marzo de 2005 inició un movimiento de reformas en el sistema financiero más profundo, mas no rupturista. En una entrevista Ricardo Gil Iribarne, extitular de la Jutep y exsecretario nacional de la Senaclaft, manifestó: “Todo el mundo sabía que en Uruguay se lavaba y no había nadie preso, entonces había algo que no cerraba”.82 El 25 de setiembre de 2006, a través de la aprobación de la Ley 18.026, en cooperación con la Corte Penal Internacional, se declaró el combate al genocidio, los crímenes de guerra y de lesa humanidad. Se estableció que los crímenes señalados son precedentes del delito de lavado de dinero. Ese mismo año se limitó el “secreto bancario” con la Ley 17.948 del 8 de enero de 2006 al autorizar la difusión de información sobre personas, empresas e instituciones registradas en el BCU bajo determinadas circunstancias a solicitud de cualquier persona física o jurídica. Otra reforma sustantiva fue la prohibición de las SAFI mediante la Ley 18.083 del 27 de diciembre de 2006. La estructura financiera dejó de funcionar definitivamente cuatro años después, el 31 de diciembre de 2010. Ante el fin de las SAFI, los protectores del capital transmitieron tranquilidad a sus clientes, en especial en lo que respecta a los cambios tributarios.83


    En 2008 se creó la Justicia penal especializada en crimen organizado con la aprobación de la Ley 18.362 del 6 de octubre de 2008. Los primeros dos juzgados de la capital comenzaron a funcionar en 2009. En este año se modificó la Ley 17.835, a través de la Ley 18.494, del 5 de junio de 2009, sobre el “Control y prevención de lavado de activos y de financiamiento del terrorismo”. Entre otras cosas, la norma fortaleció la inteligencia financiera e impuso nuevas obligaciones a las personas físicas o jurídicas sujetas al BCU. El 12 de junio de 2012, con la Ley 18.914 para la prevención y penalización del lavado de activos, se facultó a la Justicia penal especializada en crimen organizado a solicitar información financiera a los organismos del Estado. El combate al lavado de dinero se profundizó, primero, con la Ley 18.930 del 17 de julio de 2012, que obligó la “identificación de accionistas de sociedades u otras entidades que emitían participaciones al portador” (Presidencia, 2018), y segundo con la aprobación de la Ley 19.288 del 26 de setiembre de 2014 al depurar las sociedades inactivas e identificar a los titulares de participaciones patrimoniales al portador. La difusión de los medios de pagos electrónicos a partir de la Ley 19.210, “Inclusión financiera”, del 29 de abril de 2014 avanzó en materia de control fiscal, pero también para enfrentar el lavado de activos a través de la evasión tributaria como delito precedente.


    El 19 de diciembre de 2015 se creó la Senaclaft por medio de la Ley 19.355; la institución sustituyó a la Secretaría Nacional Antilavado creada el 20 de mayo de 2009 por el Decreto 239/2009. El 5 de enero de 2017 se aprobó la Ley 19.484, “Transparencia fiscal internacional y prevención del lavado de activos y financiamiento del terrorismo”, que obligó a “identificar al beneficiario final de todas las sociedades anónimas y estructuras jurídicas uruguayas” (Presidencia, 2018). La ley legisló la cooperación internacional en materia de información, flexibilizó el acceso al secreto bancario para algunas instituciones del Estado (DGI, Senaclaft, UIAF, Jutep, Justicia penal) y aumentó las multas en caso de omisión total o parcial de información por parte de las entidades financieras.


    Uno de los pasos más importantes en la lucha contra el lavado de activos fue la aprobación de la Ley 19.574 del 20 de diciembre de 2017. La norma compila y actualiza la normativa en materia de “lavado de activos”. Siguiendo la Convención de Palermo (2000) y la Convención de Viena (2004), sanciona la posesión y tenencia de activos ilegales (artículo 31); el ocultamiento, supresión o alteración de activos originados en acciones delictivas (artículo 32); la asistencia en el lavado (artículo 33); la conversión y transferencia de activos procedentes de actividades ilícitas (artículo 34), y el autolavado (artículo 35). La ley considera que el lavado de activos es un delito autónomo (artículo 36), o sea que puede o no estar precedido de otros delitos (artículo 34) como, por ejemplo, el tráfico de drogas, la defraudación tributaria, etc. Otra importante prescripción de la norma es la obligación de declarar los valores (dinero en efectivo, metales preciosos u otros instrumentos) superiores a 10.000 dólares que se transporten a través de la frontera (artículo 29).


    Otro mojón importante en el combate contra el lavado de activos internacional se plasmó el 15 de mayo de 2019 con la aprobación de la Ley 19.749 “contra el financiamiento del terrorismo y aplicación de sanciones financieras contra las personas y entidades vinculadas al terrorismo, su financiamiento y la proliferación de armas de destrucción masiva”. La norma se aprobó a las apuradas, dos días antes de que los evaluadores del Gafilat finalizaran su misión en el país.84


    Los cambios normativos e institucionales realizados en el siglo XXI han sido significativos, mas no parecen haber movido los cimientos del modelo financiero nacional de las décadas de los setenta y noventa. En primer lugar, el secreto bancario no fue derogado, aunque sí flexibilizado en determinados casos excepcionales. En segundo lugar, se incorporó tardíamente (diciembre de 2017 a través de la Ley 19.574), con respecto a la región, una de las prácticas más recurrentes para legitimar dinero sucio: la defraudación tributaria. A pesar de su inclusión, la eficacia de la normativa es parcial dado que el Código Tributario, en su artículo 110, no comprende la evasión fiscal como un tipo de defraudación ya que solamente incluye los casos que proceden con la intención de engaño y ello no aplica a, por ejemplo, la omisión de pagar impuestos.85 En tercer lugar, se debe señalar la seguidilla de obstáculos que tiene la tipificación del enriquecimiento ilícito como delito penal. Al respecto, se promovieron iniciativas en 1996 por los senadores Pablo Millor y Dante Irurtia,86 en 2001 por el diputado Ruben Díaz, y en 2011 por el Poder Ejecutivo a través de la Jutep y unos meses más tarde por el diputado Aníbal Gloodtdofsky.87 El 15 febrero de 2015 el senador Pedro Bordaberry, hijo de Juan María Bordaberry, presentó un proyecto de ley para penalizar el enriquecimiento patrimonial no justificado de las personas con cargo o empleo público. El proyecto fue discutido y modificado (se redujo el alcance y la sanción original) en la Comisión de Constitución y Legislación del Senado para ser votado, tres años después, en diciembre de 2018, en las cámaras parlamentarias.88 Sin embargo, llamativamente, la norma madre contra el lavado de activos, la Ley 19.574 de diciembre de 2017, no comprendió el enriquecimiento ilícito como delito precedente de lavado de activos. Si bien la mayoría de los países de la región han legislado al respecto, aunque de distinta manera, no cabe duda de que “el tipo penal ‘enriquecimiento ilícito’ es protagonista de un intenso debate en el campo académico, controversia que se ha extendido notablemente al ámbito de las relaciones internacionales a partir de la aprobación de la Convención Interamericana contra la Corrupción de la OEA (CICC) y de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (CNUCC), que lo regulan en su articulado” (Baragli, 2014: 23). En cuarto lugar, se puede hacer alusión a los limitados recursos que se destinan a la Senaclaft, la UIAF, la Justicia penal especializada en crimen organizado y la Dirección General de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas (DGRTID), entre las instituciones más importantes para vigilar y reprimir el lavado de activos. En tanto la captura del delito depende de la capacidad de control estatal, el hecho de que solamente 1 % del total de los casos resueltos por la Justicia entre 2009 y 2016 (Tenenbaum, 2017) sean por lavado y asistencia al lavado de activos es un dato a considerar.


    En suma, las limitaciones a la práctica del lavado de dinero en Uruguay comenzaron a aplicarse a partir de 2003 y, sobre todo, desde 2006, acompañando la tendencia mundial, las recomendaciones y las presiones internacionales de distinto tipo proveniente de varias organizaciones y países. Algunas modificaciones parecen ofrecer herramientas efectivas para prevenir, detectar y reprimir el lavado de activos, pero otras están más cerca de ser tránsitos de medio camino. En cualquier caso, la ley, por mejor que sea, debe ser perseguida por los organismos especializados (UIAF, Senaclaft, Jutep, etc.), la policía y la Justicia y, de ser necesario, estar dotada del presupuesto adecuado para su instrumentación.


    Límites a los límites de la protección del capital


    Luego de dieciséis años (2003-2019) de incorporar a la normativa nacional medidas contra el lavado de activos y de crear instituciones y procesos de vigilancia de personas físicas y entidades financieras y no financieras para detectar estratagemas de legitimación de dinero sucio, la política criminal dio un golpe de timón.


    El 1 de marzo de 2020 asumió la presidencia de la República el Partido Nacional en alianza con el Partido Colorado, el Partido Independiente, Cabildo Abierto y el Partido de la Gente. A esta alianza se la conoce con el nombre de coalición multicolor. Trece días luego de la asunción, se detectaron los primeros casos de covid-19 en el país. En ese entonces, la sociedad uruguaya estaba lejos de imaginar que más de 7.000 personas morirían a causa del virus.89


    El 9 de abril de 2020 el Poder Ejecutivo envió al Parlamento un proyecto de Ley de Urgente Consideración (LUC). La LUC es un mecanismo legal previsto por el artículo 168, numeral 7, de la Constitución de la República, que permite a la Presidencia declarar el tratamiento urgente de una ley. La utilización del mecanismo no es una novedad; había sido instrumentado en varias oportunidades por otros gobiernos. Sin embargo, lo que causó sorpresa fue que la LUC presentada tenía, en su primera versión, 502 artículos que discurrían por los más diversos temas nacionales. Era un collage de tópicos. Se disponía a regular, en conjunto, desde la elaboración de chorizo casero artesanal en las carnicerías nacionales hasta, lo que interesa en este libro, la flexibilización de los controles financieros y el endurecimiento de la punición del microtráfico de drogas ilegales, como se detallará.
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